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DAÑO PATRIMONIAL EN EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. LA OBSERVACIÓN DE FISCALIZACIÓN NO SOLVENTADA QUE CONSIGNA UN PROBABLE DAÑO NO ACREDITA POR SÍ MISMA EL DAÑO CIERTO Y CUANTIFICADO QUE EXIGEN LOS ARTÍCULOS 78 Y 79 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. Los artículos 78, último párrafo, y 79, párrafo segundo, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas condicionan, respectivamente, la imposición de la inhabilitación en su rango agravado y la condena al pago de indemnización, a la existencia de daños y perjuicios efectivamente causados a la hacienda pública o al patrimonio de los entes públicos y a la determinación de su monto; por su parte, el artículo 135 del mismo ordenamiento impone a la autoridad investigadora la carga de probar los hechos y la responsabilidad. De la interpretación armónica de tales preceptos se permite arribar a la convicción de que la observación derivada de la fiscalización de la cuenta pública que consigna un probable daño y que no fue solventada por el ente auditado, constituye únicamente el punto de partida de la investigación, mas no la prueba del daño, ya que la probabilidad consignada por la entidad de fiscalización no se convierte en certeza por la sola circunstancia de la falta de solventación. Por lo que la autoridad resolutora no puede tener por acreditado un daño patrimonial por el monto de la observación sin realizar una cuantificación autónoma ni verificar la salida de los recursos del patrimonio del ente, y menos aún cuando ella misma reconoce que no se demostró beneficio ni sustracción alguna en favor de los presuntos responsables, ya que ello entraña una contradicción interna que transgrede el principio de congruencia previsto en el artículo 111 de la propia Ley General.
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